BOLETIN N° 3507-13-3
INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS Y PERFECCIONA EL ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO.

__________________________________________________________________
HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informar sobre el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, originado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, que crea el sistema nacional de certificación de competencias y perfecciona el estatuto de capacitación y empleo, contenido en el Boletín N° 3507-13, en virtud del acuerdo de los Comités Parlamentarios de la Cámara de Diputados, adoptado en sesión celebrada el 13 de noviembre del presente año.
A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió el señor Subsecretario del Trabajo, Zarko Luksic Sandoval; el Asesor Legislativo de esa cartera de Estado, don Francisco Del Río Correa, y el Director Ejecutivo del Programa Chile Califica, don Ignacio Canales Molina.

ANTECEDENTES GENERALES

1.- Origen del proyecto aprobado por la Corporación
Como lo señala el propio Mensaje de S. E. el Presidente de la República, como consecuencia de los procesos de transformación acelerada que impone la globalización y la incorporación de las nuevas tecnologías, el mercado laboral ha sufrido importantes cambios. La estructura del empleo se caracteriza en la actualidad por una mayor participación del sector servicios, surgimiento de nuevos tipos de jornadas laborales, la existencia de una mayor movilidad y rotación laboral, y el aumento en los niveles de exigencia de calificación de la mano de obra.

Para adaptar nuestra economía a los cambios estructurales del nuevo mercado del trabajo, se requiere generar transformaciones sustantivas que aseguren la igualdad de oportunidades a toda la población, especialmente de los sectores más vulnerables.

En este contexto, contar con las habilidades mínimas de adaptación para reaprender sucesivamente nuevos códigos tiene una importancia fundamental. Hoy en día, los conocimientos adquiridos por un individuo al inicio de su carrera técnica o profesional quedarán prontamente obsoletos, si no es capaz de adquirir nuevas habilidades y competencias.

Para esto, junto con persistir en los esfuerzos desarrollados en el ámbito de la educación y la capacitación, se requiere conformar un Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales que permita el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas.

Este Sistema contribuirá a la actualización y el progreso de la formación de los trabajadores, se constituirá en un referente para mejorar la calidad y pertinencia de la formación y la capacitación impartida, y optimizará la eficiencia de los procesos de intermediación laboral.

El proyecto se inserta en un esfuerzo del Gobierno por instaurar un Sistema de Educación y Capacitación Permanente que permita a los trabajadores actualizar en forma constante sus conocimientos, habilidades y actitudes para responder adecuadamente a las demandas propias del sector productivo. Al respecto se han realizado esfuerzos que permiten responder al desafío de contar con un sistema de educación y capacitación continua. En efecto, se extendió el uso de la franquicia tributaria para que los trabajadores que no completaron su educación escolar accedan a procesos de nivelación de estudios, así como para aumentar las oportunidades de formación profesional y técnica de aquellos que completaron su enseñanza formal.

En este contexto el Sistema, que se crea mediante este proyecto de ley, responde a la necesidad que tiene un Sistema de Educación y Capacitación Permanente de disponer de información relevante que oriente a los trabajadores y a las empresas respecto de sus necesidades de formación y capacitación, de modo que los trabajadores accedan a mejores oportunidades de inserción laboral, y las empresas cuenten con información relevante que les permita optimizar sus procesos productivos y sus niveles de competitividad.

Asimismo, los estándares de competencias laborales que sean levantados en el Sistema, podrán constituir un referente para alinear la educación técnica superior a los requerimientos del mundo productivo, optimizando de esta forma su pertinencia, así como las posibilidades de una mejor inserción laboral de quienes se forman en dicho sistema educacional.

El actual sistema de capacitación ha demostrado logros relevantes en materia de cobertura. En efecto, en 1999 se capacitaron aproximadamente 560 mil personas, mientras en el año 2002 esta cifra aumento a 885 mil, representando un 64% de incremento en los últimos cuatro años.

No obstante estos positivos aumentos de cobertura y la diversidad de la oferta de servicios de capacitación, aún se debe avanzar en materia de su calidad y pertinencia. El sistema de capacitación actual no tiene un referente que le permita evaluar su calidad y pertinencia respecto a las necesidades del sector productivo.

Para ello se requiere avanzar, promoviendo mecanismos que permitan asegurar la calidad de la oferta de capacitación. El Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales constituye una herramienta significativa para mejorar la calidad y la pertinencia de la capacitación, en tanto permite evaluar el desempeño demostrado por los trabajadores de acuerdo a estándares definidos por el mundo productivo, así como generar una oferta de cursos basados en módulos de competencias laborales de acuerdo a dichos estándares.

En este contexto, se requiere mejorar los requisitos de acceso al Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación, de tal manera que los organismos oferentes de servicios de capacitación se comprometan a entregar mínimas garantías de aseguramiento de la calidad de sus servicios.

Adicionalmente, se requiere garantizar que los cursos de capacitación inscritos en el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo mantengan su relevancia respecto de las habilidades que están siendo requeridas por el sector productivo, para ello es necesario que se disponga de un procedimiento que permita que éstos se actualicen en función de dichos requerimientos.

Asimismo, el propio Mensaje señala que el Gobierno está consciente de la relevancia de transparentar la información existente en el mercado laboral de modo de facilitar el encuentro entre la oferta y la demanda de puestos de trabajo, a fin de disminuir los períodos de búsqueda de empleo y los costos sociales asociados. Se han realizado esfuerzos en esta materia, la creación de Oficinas Municipales de Intermediación Laboral han constituido un espacio a nivel local que apoya los procesos de intermediación de sus trabajadores y empresas, en tanto la entrada en vigencia del seguro de cesantía constituye una importante oportunidad para generar un sistema de información sobre las personas cesantes de nuestro país.

En este contexto es fundamental –a juicio del Ejecutivo-contar con un Sistema que entregue información confiable respecto de las competencias laborales efectivas de la fuerza laboral, que permita, por un lado, a los trabajadores acceder a una herramienta que demuestre sus conocimientos, habilidades y actitudes efectivas participando de mejor manera en el mercado laboral, y por otro, a los empresarios contar con información útil y confiable para optimizar la toma de decisiones de contratación y de negocio.

2.- Discusión del proyecto en tercer trámite constitucional.
En virtud de la tarea encomendada, vuestra Comisión estudio y debatió las enmiendas introducidas por el Honorable Senado a la citada iniciativa de ley, en la sesión del 4 de siembre del presente año, resolviendo, por la unanimidad de sus miembros presentes, recomendar su aprobación.

Con motivo de dicho estudio el señor Subsecretario del Trabajo recordó que esta iniciativa de ley establece un marco regulatorio que permite a las personas que han adquirido una habilidad o han ejercido un oficio, cuyos conocimientos adquirieron mediante la práctica y la experiencia, y que no han sido reconocidos por algún estamento formal, reconocer dichos conocimientos mediante una certificación pública, que nazca de la colaboración público – privada. Subrayó el hecho de que este objetivo, central a todo el proyecto, se hace patente tanto a nivel de la estructura misma como del funcionamiento del Sistema, garantizando en todo momento la participación de todos los sectores involucrados, es decir, empleadores, trabajadores y sector público.

Agregó que este proyecto nace de la necesidad de entregar un reconocimiento formal y válido de aquellas habilidades, aptitudes y destrezas que gran parte de los trabajadores del país han ido adquiriendo a lo largo de la experiencia; para conseguir este objetivo, la ley establece una institucionalidad propia, un procedimiento tanto de instalación, como de ejecución y control, así como además mecanismos de financiamiento de carácter público – privado.

Finalizó, señalando que este proyecto, que fue despachado por la Cámara de Diputados con amplios consensos respecto de la necesidad de crear un sistema que reconociera las habilidades adquiridas por los trabajadores a la luz de la experiencia laboral, también fue objeto de grandes coincidencias durante su tramitación tanto en las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Hacienda, como también en la Sala, del Senado, aprobándose por unanimidad de sus miembros  no solo su espíritu, sino que también las modificaciones introducidas a su texto, las que también cuentan con el beneplácito del ejecutivo, ya que mejoran sustantivamente lo inicialmente propuesto en el proyecto de ley.

3.- Principales modificaciones introducidas por el H. Senado
En síntesis las modificaciones introducidas por el Senado son las siguientes:
AL ARTÍCULO 1°

El proyecto aprobado por el Honorable Senado, agrega, en el inciso primero, como objeto del sistema el favorecer las oportunidades de aprendizaje continuo de las personas, su reconocimiento y valorización; y, explicita que los títulos o grados académicos  son los otorgados por la enseñanza formal, de conformidad a la Ley Nº18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. 

En el inciso segundo nuevo se reafirma la voluntariedad del sistema, y se agrega que dicha voluntariedad es sin perjuicio de las normas específicas establecidas en leyes o reglamentos que exijan autorización o habilitación para el ejercicio de una determinada actividad u ocupación, excepción no contemplada en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. 
Asimismo, se incorpora un inciso final, que consagra que ninguna entidad u organismo podrá ser obligado a acreditarse por el sistema para efectos de certificar competencias laborales; y, en este último caso estas entidades no podrán optar a los mecanismos de financiamiento público establecidos en la presente ley.
AL ARTÍCULO 2°
En el artículo 2° el proyecto aprobado por el  Senado se elimina la definición, aprobada por la Cámara de Diputados, de “calificación”; y, modifica en la definición de competencias la palabra “actitudes” por “aptitudes”.
AL ARTÍCULO 3°
En el artículo 3º, que crea la Comisión del Sistema, el nuevo proyecto agrega que dicha persona jurídica se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, situación no contemplada en el proyecto de la Cámara.
AL ARTÍCULO 4°
En el artículo 4º, que regula las funciones y deberes de la Comisión, el texto aprobado en el Senado difiere del aprobado por esta Corporación, en los siguientes aspectos:
-- El nuevo artículo refunde algunas funciones y deberes que se encontraban dispersas en las distintas letras; es así como las letras b) y c) originales se reformulan en una sola letra b) que regula la función de la Comisión de velar por la calidad, la transparencia y el resguardo de la fe pública, y, además le ordena fijar las metodologías y procedimiento que se utilizarán en la implementación de estas tres materias y no solo la calidad como el proyecto original contemplaba; en la letra d) el Senado refunde las atribuciones de las antiguas letras e) y f); el deber de elaborar y aprobar las normas de funcionamiento de la Comisión se refunde en la letra m)  y el deber de entregar un informe de gestión anual en la letra n). La letra f) del proyecto nuevo, refunde las antiguas letras g) y h) validar los criterios y procedimientos de acreditación y acreditar la condición de Centro.

-- En la letra d) original se elimina la función de supervisar a los evaluadores, por cuanto esta figura se elimina posteriormente de la ley y se incorpora para la Comisión una nueva letra e) que encomienda a la Comisión informar a los usuarios del sistema sobre los evaluadores contratados por los Centros de Evaluación y Certificación acreditados por ella.

-- Se mantiene idéntica la función contemplada en la letra i) que pasa a ser la letra g) de acreditar la condición de evaluador habilitado y mantener un registro público de éstos y revocar la inscripción. 

AL ARTÍCULO 5°
En el artículo 5º, el texto aprobado por el Senado difiere del aprobado por la Cámara de Diputados en los siguientes aspectos:
-- Se incorpora en el inciso primero el requisito que los miembros de la Comisión deben tener reconocida calidad técnica en el ámbito de las competencias laborales.

-- Se ordena reglamentar la designación de todos los miembros de la Comisión, no sólo de los designados por las organizaciones de empleadores y/o centrales de trabajadores.

-- Se modifica la letra d) en el sentido de indicar que son tres miembros designados por las organizaciones de empleadores de mayor representatividad del país y no la organización como disponía el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.

-- Se modifica la letra e) en el sentido de incorporar tres miembros designados por las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país; y no un máximo de tres miembros designados por cada una de las centrales.

-- Se intercala el inciso quinto que dispone lo mismo que en el proyecto aprobado por la Cámara donde se contemplaba en el artículo 7º referido a la Presidencia y Vicepresidencia de la Comisión.

ARTÍCULO 6° NUEVO
Se incorpora un artículo 6° nuevo que prescribe que los miembros de la Comisión deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio; y, se regula la forma de efectuarla. Esta obligación no se contemplaba en el proyecto aprobado por la Cámara.
AL ARTÍCULO 8°
En el proyecto aprobado por la Cámara se disponía en el artículo 8º que las funciones de la Secretaría Ejecutiva serán las que le encomienda la ley y su reglamento y aquellas específicas que le encargue la Comisión; en el proyecto aprobado por el Senado se contemplan sólo las funciones que le encomienda la ley.
AL ARTÍCULO 9°
En el artículo 9º se elimina el inciso que obligaba al Secretario Ejecutivo a guardar reserva respecto de la información que la Comisión señale. El Senado traslada esta materia a un nuevo Título Octavo que regula el deber de reserva y confidencialidad de los antecedentes involucrados en el proceso de certificación de competencias laborales que en sus artículos 36 y 37 en genera, impone este deber a los Centros, a la Comisión y al Secretario Ejecutivo y establece sanciones para el incumplimiento de este deber.
AL ARTÍCULO 10°
En el artículo 10º que regula el patrimonio de la Comisión el proyecto aprobado por el Senado contempla en la letra a) la necesidad del sector productivo de co-financiar al menos con el 10% del gasto de la generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, para que la Comisión pueda destinar a este fin recursos sean públicos o provenientes de sus ingresos propios. En el proyecto aprobado por la Cámara dicha obligación existía sólo para destinar recursos de la Ley de Presupuesto. Se agrega un inciso que define lo que se entiende por gasto total.
AL EPÍGRAFE DEL TÍTULO TERCERO
En el  Título Tercero se modifica la denominación “Comités Sectoriales”, los que pasan a llamarse Organismos Sectoriales de Competencias Laborales.

AL ARTÍCULO 13°
La norma contenida en el artículo 13° del texto aprobado por esta Corporación, se transforma en el proyecto aprobado por el Honorable Senado en los artículos 13 y 14 que regulan los Organismos Sectoriales de Competencias Laborales, observándose las siguientes modificaciones:

-- En el proyecto aprobado por esta Corporación la Comisión solicitaba, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, la opinión de los sectores relacionados a través de un Comité Sectorial que se constituía como órgano consultivo de la Comisión. En cambio en el proyecto aprobado por el Honorable Senado se establece la obligación de la Comisión de solicitar para el proceso la participación de los sectores relacionados por medio de un organismo sectorial de competencias laborales que se constituye para este sólo propósito y cuya opinión debe ser oída por la Comisión.
-- El texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados establecía que los Comités otorgarán orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de las unidades de competencias laborales y los lineamientos metodológicos; y, propondrán las unidades de competencias laborales  exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral y los criterios sectoriales de acreditación. Por su parte el proyecto aprobado por el Senado dispone en artículo aparte que las atribuciones de los Organismos Sectoriales son elaborar las orientaciones estratégicas, además de generar y actualizar las unidades de competencias laborales, así como proponer a la Comisión su adquisición. Asimismo, confiere a los sectores productivos y las organizaciones de trabajadores la facultad de requerir a la Comisión, por escrito, el inicio del proceso de identificación de competencias laborales por intermedio de los organismos sectoriales.
-- Se modifica la composición mínima de los organismos sectoriales incluyendo a representantes de la Administración Central del Estado, no sólo de los servicios públicos encargados de regular las actividades del sector como disponía el proyecto aprobado por esta Cámara de Diputados.
AL TÍTULO CUARTO
En el Título Cuarto que regulaba, originalmente, la acreditación de los Centros y de los evaluadores, se elimina la mención a los evaluadores acreditados e inscritos, situación que genera las siguientes modificaciones:
-- Se elimina en el artículo 14º que pasa a ser 15º la referencia a contratar evaluadores inscritos en el Registro, que se elimina más adelante.
-- Se elimina la prohibición que exista entre el Centro y el evaluador un vínculo jurídico permanente, sea como dependiente o prestador de servicios.
-- Se incorpora en el artículo 19º Nº4, dentro de los requisitos para obtener la acreditación como Centro, el tener contratado personal idóneo para la evaluación de los trabajadores.
-- Se incorpora un inciso cuarto al articulo 15º que establece que no podrán cumplir las funciones de evaluador quienes se desempeñen en calidad de director, gerente, administrador o relator de las instituciones reguladas en la Ley 19.518, sobre Estatuto de Capacitación y Empleo, o la hayan tenido dentro de los dos últimos años contados desde el término de su relación con ellas.  

-- El actual artículo 20º hace aplicable a los evaluadores sólo la prohibición de ser funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.

-- Se elimina el artículo 20º que disponía los requisitos para acreditarse como evaluador.

-- En el nuevo artículo 22º se elimina la referencia a la reclamación del evaluador de la resolución que deniegue la acreditación.

-- Se elimina el artículo 25º que se refería a la cancelación de la inscripción en el Registro de evaluadores.

-- En el artículo 26º, que pasa a ser 25°, se elimina el Registro de Evaluadores.

-- El artículo 16º, del proyecto aprobado por esta Corporación, establecía que no podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos, y que, además, dichas instituciones no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.  Por su parte, el nuevo artículo 17º aprobado por el Senado reconoce compatibilidad y, que dichas entidades certificadores tienen como limitación que no podrán certificar las competencias laborales de personas egresadas de sus propios establecimientos. Sin embargo, y pese a que el inciso 1º, el nuevo artículo 17º mantiene el inciso segundo del antiguo artículo 16º, y dispone que: “Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica”, norma que carece de la debida armonía con su actual inciso primero.
-- En el artículo 34° del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se disponía que: “Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros. Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.” El proyecto aprobado por el Senado, en cambio, establece lo contrario al disponer que los organismos técnicos de capacitación servirán de nexo entre las empresas y los Centros, establece para evitar la integración vertical que las OTIC no podrán destinar más del 15% de los fondos que administran a un solo centro, que los distintos centros o podrán estar relacionados entre sí conforme al art. 100 de la ley de Mercado de valores y establece como límite de cobro el 5% del costo de la certificación. Además expresamente se indica que los remanentes sí podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación.  
-- El numeral 3 del artículo 37º, del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, disponía agregar al artículo 35 de la Ley 19.518 un inciso que en general implicaba que el SENCE deberá llevar un registro especial de cursos, en el que deben inscribirse los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales y que los cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema. El Senado aprobó, en el actual artículo 38, que todo curso propuesto en aquella áreas específicas en que se cuenta con estándares acreditados por la Comisión, deberá estar basado en los estándares existentes y ser adecuadamente modularizados para ser inscritos en el Registro Nacional de Cursos, esta exigencia se hará efectiva a partir de los doce meses siguientes de la fecha de aprobación del estándar y su duración dependerá de la vigencia que establezca  para el estándar de la misma. Y que, en todo caso, mantendrán la vigencia establecida al momento de su inscripción. 

-- Se elimina el artículo 38º. del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, trasladándose su contenido al artículo tercero transitorio, y modificándose en el sentido que el mayor gasto fiscal  se financiará hasta el 31 de diciembre del 2009, y no dos años desde su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO
Se elimina el artículo segundo transitorio aprobado por la Cámara de Diputados, que regulaba la designación de los miembros designados por las organizaciones de empleadores, y se reemplaza por el artículo 4º transitorio, que dispone que los primeros miembros designados por los Ministros de Educación, y de Economía, Fomento y Reconstrucción; uno de los designados por las organizaciones de empleadores, y uno designado por las centrales de trabajadores durarán dos años en sus cargos.  Todo ello para asegurar la renovación parcial de los miembros de la Comisión cada dos años.

****************************

Como consecuencia de todo lo expuesto Vuestra Comisión recomienda la aprobación de las modificaciones introducidas por el Honorable Senado.
Para una mejor comprensión de lo resuelto por vuestra Comisión, se adjunta al presente Informe un texto comparado del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, y las modificaciones introducidas por el H. Senado. 
*************************

SE DESIGNÓ DIPUTADO INFORMANTE A DON JULIO DITTBORN CORDÚA.
SALA DE LA COMISION, a 4 de diciembre de 2007.

Acordado en sesión de fecha 4 de diciembre del año en curso, con asistencia de las Diputadas Muñoz, doña Adriana, y Vidal, doña Ximena, y de los señores Diputados Alinco; Bertolino; Dittborn; Melero; Meza; Monckeberg, don Nicolás; Saffirio, y Salaberry.

Pedro N. Muga Ramírez

Abogado Secretario de la Comisión
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